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SENTENCIA DICTADA EN EL JUICIO DE CORTE ACUSATORIO. SI AL REVISAR LA QUE FUE 
MATERIA DE ESTUDIO POR LA SALA DE CASACIÓN, EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
ADVIERTE QUE NO SE EMITIÓ ORALMENTE EN LA AUDIENCIA CORRESPONDIENTE, SINO 
SÓLO POR ESCRITO, ELLO ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO 
QUE AMERITA SU REPOSICIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA ABROGADA). 

 
El artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece como principales 
características del proceso penal que es de corte acusatorio, adversarial y oral. La oralidad permite a 
las partes exponer verbalmente sus pretensiones, argumentaciones y pruebas, y al juzgador emitir sus 
determinaciones en la propia audiencia, a fin de transparentar el proceso y garantizar los principios del 
nuevo sistema, particularmente el de inmediación. Por tanto, el Juez o tribunal de enjuiciamiento debe 
emitir en la audiencia de juicio la sentencia respectiva, expresando el fundamento legal y las razones 
por las que condenó o absolvió al acusado, lo que no sólo implica citar los preceptos legales aplicables 
sino, además, las razones, motivos y circunstancias suficientes que permitieron emitir la decisión, y 
también efectuar la relatoría de las pruebas y su valoración para llegar a concluir que se ha cometido un 
delito y que el acusado lo cometió o participó en su comisión, pues sólo así se le generará certeza y 
seguridad jurídica. Lo anterior, porque si los actos de molestia, en términos del artículo 16 de la 
Constitución Federal, deben estar fundados y motivados, con mayor razón lo deben estar los actos 
privativos, como lo son las sentencias. Lo cual es congruente con los artículos 314, 317, 323, 325, 389, 
397 Bis B y 439 del Código Procesal Penal para el Estado de Oaxaca (abrogado), que aluden a los 
principios de inmediación, continuidad y oralidad en el juicio acusatorio penal. En ese contexto, si se 
advierte que no existe constancia de que la sentencia dictada en el juicio oral de origen y que debió ser 
materia de estudio por la Sala de Casación para la emisión del acto reclamado en el juicio de amparo, 
se haya pronunciado en audiencia pública, sino que sólo obra por escrito, es claro que se realizó una 
actuación en forma diversa a la prevista en la ley, al inobservar un principio legal y constitucional rector 
del proceso de origen, como lo es la oralidad, lo que provoca indefensión al quejoso por generarle 
inseguridad jurídica, ya que ni él ni la instancia revisora tendrán la certeza de que lo plasmado por 
escrito es exactamente lo que se decidió en audiencia, y la explicación del fallo o sentencia, no 
constituye propiamente el dictado de ésta; además, podría considerarse que la constancia escrita se 
emitió en alcance a lo determinado por el tribunal de enjuiciamiento de manera oral, con la posibilidad 
de que fuera más allá de lo expresado en la audiencia; asimismo, se podrá generar incertidumbre 
jurídica respecto al momento a partir del cual transcurrirá el plazo para controvertir la sentencia, es 
decir, derivado de la emisión oral de la sentencia o cuando le sea entregada materialmente la resolución 
pronunciada por escrito; por tanto, ello actualiza el supuesto del artículo 173, apartado B, fracciones I y 
XII, de la Ley de Amparo, lo que amerita otorgar al quejoso la protección constitucional solicitada a fin 
de ordenar la reposición del procedimiento para que en audiencia se dicte o dé lectura a la sentencia 
respectiva. 
 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
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RECURSO DE RECLAMACIÓN. EL AUTORIZADO DEL ACTOR EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 5o. 
DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, ESTÁ 
LEGITIMADO PARA INTERPONERLO CONTRA EL AUTO ADMISORIO DE LA REVISIÓN FISCAL 
PROMOVIDA POR LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE ORIGEN. 

 
De los artículos 5o. y 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se colige que 
el autorizado en dicho procedimiento cuenta con la representación específica del autorizante para hacer 
promociones de trámite, rendir pruebas, presentar alegatos y especialmente, interponer recursos en la 
contienda administrativa, dentro de la que se contiene el recurso de revisión fiscal, el cual desde su 
interposición, admisión, trámite y resolución, forma un todo indisoluble con el procedimiento principal del 
contencioso administrativo, de donde se sigue que dicho recurso "deberá tramitarse en los términos 
previstos en la Ley de Amparo en cuanto a la regulación del recurso de revisión". Con base en lo 
anterior, habrá que tener presente lo establecido en el Capítulo XI, "Medios de Impugnación", Sección 
Primera, "Recurso de Revisión" de la Ley de Amparo, que regula el trámite del recurso de la revisión en 
el juicio constitucional, a saber: los términos en que habrá de interponerse, la forma de integrar el 
expediente, así como las reglas que deberán observar los órganos jurisdiccionales al conocer de este 
tipo de asuntos. Por ende, las reglas que rigen a la revisión en el amparo, son plenamente aplicables al 
recurso de revisión contencioso administrativo, porque ambos se guían por los mismos principios y, 
además, existe similitud en cuanto a su contenido y, por ello, contra de los acuerdos dictados durante la 
tramitación de la revisión, procede el recurso de reclamación regulado por los artículos 104 a 106 de la 
Ley de Amparo, que disponen que "se podrá interponer por cualquiera de las partes", que obviamente 
no son otras sino aquellas que ya fueron reconocidas en la instancia de origen. Luego, si en las 
actuaciones del contencioso administrativo de origen consta el reconocimiento expreso del tribunal del 
autorizado por el actor en términos del artículo 5o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, ese reconocimiento debe reflejarse en la instancia correspondiente a la revisión fiscal, 
por lo que el auto admisorio de la revisión fiscal interpuesta por la autoridad demandada en el juicio de 
origen, puede impugnarse a través del recurso de reclamación por el autorizado en dicho juicio. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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PROCEDIMIENTO AGRARIO. NO SE ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN A SUS FORMALIDADES, 
CUANDO EN EL JUICIO UNA DE LAS PARTES ACUDE ASESORADA POR UN ABOGADO 
TITULADO Y LA OTRA POR UN ESTUDIANTE O PASANTE DE LA LICENCIATURA EN DERECHO. 

 
En términos del artículo 179 de la Ley Agraria, no se actualiza una violación a las formalidades del 
procedimiento, cuando en el juicio agrario una de las partes acude asesorada por un abogado titulado y 
la otra por un estudiante o pasante de la licenciatura en derecho, porque al establecer el numeral en 
cuestión "será optativo para las partes acudir asesoradas", sólo refleja la libertad de decisión de los 
contendientes sobre el tema del asesoramiento, que de ejercerlo en forma coincidente, no se actualiza 
alguna consecuencia procesal, en tanto se encuentran en igualdad de circunstancias frente al tribunal, 
acorde al principio de equilibrio procesal derivado del artículo 17, en relación con el 27, fracción XIX, 
ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sin que la autorización que da el 
título profesional para ejercer la licenciatura en derecho, sea un factor a tomarse en cuenta para cumplir 
con la designación de asesor, en tanto no se trata de un requisito legal. En cambio, cuando las partes 
no coinciden en el ejercicio de esa libertad de decisión, porque una de ellas se encuentre asesorada y 
la otra no, se provoca que se active el mecanismo procesal previsto en la segunda parte del artículo 179 
referido y, con ello, la obligación para el órgano jurisdiccional de suspender el procedimiento y solicitar 
de inmediato los servicios de un defensor de la Procuraduría Agraria, que gozará de 5 días contados a 
partir de la fecha en que se apersone, para enterarse del asunto. 
 
SEGUNDA SALA 
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INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS. LA 
APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 27 DE LA LEY RELATIVA EXIGE QUE EL ACUERDO QUE 
DETERMINE EL ALTA DEL MILITAR EN SITUACIÓN DE RETIRO PRECISE EXPRESAMENTE EL 
GRADO AL QUE ASCIENDE PARA LOS EFECTOS DE ESA DISPOSICIÓN. 
 

Conforme al precepto citado, los militares que por resolución definitiva pasen a situación de retiro, 
ascenderán al grado inmediato únicamente para ese fin y para el cálculo del beneficio económico 
correspondiente, considerando los años de servicios en relación con el tiempo en el grado en activo, en 
el entendido de que los alcances de la norma no pueden extenderse para fines distintos al económico y 
a los de seguridad social indicados, por lo que no se refiere a los que incidan en la jerarquía militar que 
obtuvieron en servicio activo, como portar un arma de fuego, tener acceso a préstamos del Banco 
Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, cuyo monto depende de aquélla, u obtener créditos 
hipotecarios, entre otros, pues para ello es necesario cumplir con los requisitos legales, lo que se 
corrobora con los artículos 35, fracción II y 37 de la Ley de Ascensos y Recompensas del Ejército y 
Fuerza Aérea Mexicanos, así como 30, fracción II, inciso a), de la Ley del Instituto de Seguridad Social 
para las Fuerzas Armadas Mexicanas. En ese sentido, el acuerdo administrativo que determine el alta 
del militar en situación de retiro, debe precisar el grado al que asciende el asegurado retirado para los 
efectos mencionados, propios de la situación de retiro, sin que sea suficiente para tener por satisfecho 
ese requisito la simple mención de que asciende al grado inmediato superior, o alguna otra expresión 
equivalente, ni que con otros datos se advierta que materialmente se respetó el ascenso para efectos 
de retiro. 
 
SEGUNDA SALA 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 11 de mayo de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 h

tt
p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016857  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: PC.III.A. J/46 A (10a.)  
 
ELEMENTOS DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO. NO TIENEN DERECHO AL 
PAGO DE TIEMPO EXTRAORDINARIO, AL NO ESTAR PREVISTO EN EL ARTÍCULO 57 DE LA LEY 
DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DE LA ENTIDAD. 

 
Con base en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido reiteradamente que los miembros 
de las instituciones policiales no pueden considerarse trabajadores al servicio del Estado, sino que su 
relación con el poder público es de naturaleza administrativa; que deberán regirse por sus propias 
leyes, excluyéndolos así de la aplicación de las normas expedidas para los trabajadores al servicio del 
Estado; y que, por tanto, las únicas prestaciones y remuneraciones a las que tienen acceso son las 
fijadas en sus propias leyes. Consecuentemente, si el artículo 57 de la Ley del Sistema de Seguridad 
Pública para el Estado de Jalisco, no prevé en favor de los elementos de seguridad pública el derecho a 
percibir el pago de tiempo extraordinario, éstos no gozan de dicho derecho, lo que resulta acorde con 
los principios rectores del régimen especial contenidos en la disposición constitucional mencionada, y 
se respalda con los artículos 1o., 4o., 28 a 30, 36 a 52 y 65 de la ley citada, que entre otras cosas 
establecen los derechos de los miembros de las corporaciones policiales, entre los que no se incluye el 
pago de tiempo extraordinario. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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DERECHOS POR EL SERVICIO DE REFRENDO ANUAL DE REGISTRO Y HOLOGRAMA. LOS 
ARTÍCULOS 22, FRACCIÓN III, DE LA LEY DE INGRESOS DEL ESTADO DE JALISCO PARA EL 
EJERCICIO FISCAL DEL AÑO 2011, Y 24, FRACCIÓN III, DEL ORDENAMIENTO REFERIDO PARA 
LOS EJERCICIOS FISCALES DE LOS AÑOS 2012 A 2015, QUE ESTABLECEN SU MONTO, 
TRANSGREDEN LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD. 

 
Los preceptos legales indicados, al establecer el monto del derecho por concepto del servicio que 
preste la Secretaría de Vialidad y Transporte y, en su caso, la Secretaría de Finanzas, relativo al 
refrendo anual de registro y holograma, transgreden los principios tributarios de proporcionalidad y 
equidad contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues lo cuantifican mediante un sistema tarifario basado en el tipo, dimensiones y uso 
diferenciados de los vehículos, sin brindar elementos sólidos que permitan determinar el parámetro de 
medición seleccionado para cuantificar el costo del servicio prestado y, por ende, posibilitar la 
correlación con el monto de la cuota a pagar. En efecto, por la naturaleza del servicio de trato, es bien 
sabida por todos sus usuarios, su obligación del refrendo anual vehicular y la obtención del holograma; 
y debido a la simplificación de esos trámites es fácil comprender que el servicio prestado por el Estado 
requiere de un despliegue técnico limitado a la gestión y administración de los datos de los vehículos, 
así como al cobro respectivo, el que incluso puede realizarse en línea, a través del sitio oficial de 
Internet del Gobierno del Estado de Jalisco. Por tanto, si el servicio es análogo para todos los vehículos, 
independientemente de su tipo, dimensión y uso, entonces, esos factores no dan certeza del costo real 
del servicio de trato, y siendo así, las disposiciones legales en cuestión son inconstitucionales. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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DERECHOS POR EL SERVICIO DE REFRENDO ANUAL DE REGISTRO Y HOLOGRAMA. 
CONSECUENCIAS DE LA DECLARATORIA DE INCONSTITUCIONALIDAD EN EL AMPARO 
DIRECTO DE LOS ARTÍCULOS 22, FRACCIÓN III, DE LA LEY DE INGRESOS DEL ESTADO DE 
JALISCO PARA EL EJERCICIO FISCAL DEL AÑO 2011, Y 24, FRACCIÓN III, DEL 
ORDENAMIENTO REFERIDO PARA LOS EJERCICIOS FISCALES DE LOS AÑOS 2012 A 2015, 
QUE ESTABLECEN SU MONTO. 

 
El Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito, considera que los preceptos legales indicados 
violan los principios tributarios de proporcionalidad y equidad contenidos en el artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto prevén el monto de derechos 
por concepto del servicio que preste la Secretaría de Vialidad y Transporte y, en su caso, la Secretaría 
de Finanzas, relativo al refrendo anual de registro y holograma. En congruencia con ese criterio, y con 
el fin de imprimirle mayor seguridad jurídica, atento a lo previsto en el artículo 78 de la Ley de Amparo, 
resulta necesario precisar las consecuencias jurídicas que conlleva la declaratoria de 
inconstitucionalidad de las normas generales citadas, cuando se impugnan en amparo directo, con 
motivo de su aplicación en una sentencia definitiva que declaró la validez legal de los créditos fundados 
en tales preceptos, a saber: I. El tribunal responsable deberá dejar insubsistente la sentencia reclamada 
y en su lugar, emitir una nueva en la que decrete la nulidad de los créditos fiscales por los conceptos 
indicados, correspondientes a los ejercicios fiscales de 2011 a 2015, respecto del vehículo propiedad 
del quejoso; y, II. Los efectos de dicha nulidad deberán de atender al vicio de inconstitucionalidad 
detectado, ordenando a la autoridad administrativa demandada que emita una nueva resolución en la 
que inaplique la porción normativa que resultó contraria al texto constitucional, empero, vinculándola a 
cuantificar los derechos por esos servicios en función de la tarifa más baja. En adición a ello, es 
menester precisar de manera enunciativa, que el otorgamiento del amparo en esos términos, no podría 
tener el alcance de impedir la aplicación presente o futura de las disposiciones mencionadas en 
perjuicio del quejoso, ni servir de sustento para anular u obtener la devolución de sumas pagadas como 
consecuencia de actos diferentes, sean previos o posteriores a los créditos indicados. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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CORREO ELECTRÓNICO OFICIAL. LA INFORMACIÓN COMUNICADA A TRAVÉS DE DICHO 
MEDIO ENTRE LOS ÓRGANOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, SI ESTÁ 
CERTIFICADA LA HORA Y FECHA DE SU RECEPCIÓN, ASÍ COMO EL ÓRGANO QUE LA REMITE 
POR EL SECRETARIO DE ACUERDOS DEL TRIBUNAL JUDICIAL QUE LA RECIBE, TIENE PLENO 
VALOR PROBATORIO. 

 
El artículo 210-A del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de 
Amparo en términos de lo previsto en el diverso numeral 2o. de esa ley, reconoce como medios de 
prueba la información generada o comunicada que conste en medios electrónicos, ópticos o en 
cualquier otra tecnología, y establece que su fuerza probatoria está sujeta a la fiabilidad del método en 
que haya sido generada, comunicada, recibida o archivada y, en su caso, si es posible atribuir a las 
personas obligadas el contenido de la información relativa y ser accesible para su ulterior consulta. 
Ahora bien, entre los medios de comunicación electrónica a que se refiere la legislación procesal civil de 
referencia, se encuentra el denominado correo electrónico, que es un medio de transmisión de datos 
mediante redes informáticas (Internet), por el que es factible el envío de información que se recibe por 
el destinatario en forma de mensaje de texto o como dato adjunto; de ahí que la información generada o 
comunicada en mensajes de texto o archivos adjuntos que se transmite por medio del correo electrónico 
oficial, entre los órganos del Poder Judicial de la Federación, si su recepción está certificada por el 
secretario de Acuerdos del tribunal judicial al que se transmite, sobre la hora y fecha en que la recibió y 
la persona del órgano jurisdiccional federal que la remitió, tiene pleno valor probatorio, por ser confiable 
el medio en que fue comunicada, ya que tiene un grado de seguridad similar al de la documentación 
consignada en papel, además de que es identificable la persona a quien se atribuye su contenido y 
pueden verificarse tanto el origen del mensaje como el archivo adjunto que a través de éste se remita; 
pues en la actualidad los citados órganos se encuentran comunicados electrónicamente, por distintos 
medios, lo que permite corroborar los datos del mensaje de texto o dato adjunto recibido. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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